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Decreto 6/2024, de 8 enero, por el que se modiica el Decreto 161/2022, de 9 de 
agosto,  por  el  que  se  establece  la  estructura  orgánica  de  la  Consejería  de 
Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad.

RELACIÓN DE DOCUMENTOS (Orden cronológico):

TODOS LOS DOCUMENTOS DEL EXPEDIENTE SON ACCESIBLES

Nº de 
orde
n

Denominación del documento

1 Acuerdo de inicio

2 Memoria justificativa

3 Memoria económica

4 Anexos I a IV de la memoria económica

5 Informe de valoración de cargas administrativas

6 Informe de evaluación de impacto de género

7 Memoria sobre la repercusión en los derechos de la infancia y la adolescencia

8 Memoria relativa al seguimiento de los principios de buena regulación en la elaboración del 
proyecto de Decreto

9 Memoria sobre el impacto en la familia

10 Memoria sobre la innecesariedad de los trámites de audiencia e información pública a la 
ciudadanía

11 Anexo criterios en defensa de la competencia

12 Observaciones de la Unidad de Igualdad de Género

13 Informe de la Dirección General de Presupuestos

14 Informe de la Secretaría General para la Administración Pública

15 Informe del Gabinete Jurídico

En virtud de lo establecido en el Acuerdo de 17 de diciembre de 2013, del Consejo de Gobierno, por el  
que se adoptan medidas para la transparencia del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía,  y 
dando  cumplimiento  a  las  Instrucciones  de  coordinación  para  asegurar  la  homogeneidad  en  el 
tratamiento de la información en cumplimiento de lo establecido en el citado Acuerdo, se emite la 
presente propuesta sobre la aplicación de los límites de acceso de los documentos que integran el  
expediente relativo al asunto indicado.

En Sevilla, a la fecha de la firma

Fdo.: José Repiso Torres
Viceconsejero de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad

Consejería de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad 

Viceconsejería                                             
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Consejería de la Presidencia, Interior, Diálogo 
Social y Simplificación Administrativa.

Gabinete Jurídico

Servicios Centrales

INFORME SSCC 2023/147. PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN EL DECRETO 

161/2022, DE 9 DE AGOSTO, POR EL QUE SE ESTABLECE LA ESTRUCTURA ORGÁNICA DE LA 

CONSEJERÍA DE INCLUSIÓN SOCIAL, JUVENTUD, FAMILIAS E IGUALDAD.

Asunto: Decreto. Estructura orgánica. Naturaleza Jurídica: reglamento organizativo. Declaración de 
urgencia: motivación.

Remitido por la Secretaría General Técnica de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, 
el proyecto de Decreto referenciado para la emisión de informe preceptivo conforme al artículo 78.2.a) del 
Reglamento de Organización y Funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía y del Cuerpo de 
Letrados de la Junta de Andalucía, aprobado por Decreto 450/2000, de 26 de diciembre (en adelante ROFGJ), 
se formulan los siguientes

ANTECEDENTES

PRIMERO.- Con fecha 19 de diciembre de 2023 se recibe en los Servicios Centrales del Gabinete Jurídico de 
la Junta de Andalucía, petición de informe sobre proyecto de Decreto por el que se modifica la estructura 
orgánica de dicha Consejería, contenida en el Decreto 161/2022, solicitud que estimamos conveniente 
reproducir:

“Por medio del presente oficio solicito la emisión del informe preceptivo sobre el "Proyecto de decreto por el que 
se modifica el Decreto 161/2022, de 9 de agosto, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería 
de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad", previsto en el artículo 78.2.a) del Reglamento de 
organización y funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía y del Cuerpo de Letrados de la Junta de 
Andalucía, aprobado por el Decreto 450/2000, de 26 de diciembre. 

Se adjunta el texto del borrador y, como documentación complementaria, copia del expediente de tramitación 
normativa, foliado y precedido de un índice.

EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO”

Se adjunta expediente administrativo y el proyecto de Decreto, fechado el 18 de diciembre de 2023.

SEGUNDO.- El 20 de diciembre se recibe nuevo oficio, cuyo tenor literal reproducimos:

“En relación con la solicitud de emisión del informe preceptivo (remisión por Bandeja el 18 de diciembre de 2023, 
INT 2023/897560) sobre el "Proyecto de decreto por el que se modifica el Decreto 161/2022, de 9 de agosto, por 
el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad", 
previsto en el artículo 78.2.a) del Reglamento de organización y funciones del Gabinete Jurídico de la Junta de 
Andalucía y del Cuerpo de Letrados de la Junta de Andalucía, aprobado por el Decreto 450/2000, de 26 de 
diciembre, se adjunta nuevamente el texto a informar (V. 5.0), con una corrección que afectaría el contenido de 
lo dispuesto para el artículo 2.2, que quedaría redactado de la siguiente manera:
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<<En el ámbito provincial, la Consejería seguirá gestionando sus competencias a través de los servicios 
periféricos correspondientes, con la estructura territorial que se determine. Se adscriben a la estructura 
territorial de la provincia de Sevilla las Fundaciones Públicas Juan Nepomuceno Rojas, Agregación de 
Fundaciones de Sevilla, Hospital San Rafael y Banco Agrícola de don José Torrico y López-Calero , en extinción 
pero pendientes de liquidación. Se adscriben a la estructura territorial de la provincia de Córdoba la Fundación 
Pública Andaluza San Juan de Dios de Lucena y Fundaciones Fusionadas de Córdoba.>>

EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO”

Se adjunta nuevo texto del proyecto, fechado el 20 de diciembre, sobre el que se emite este informe. 

TERCERO.- El acuerdo de inicio del procedimiento de elaboración del proyecto declara aplicable la 
tramitación de urgencia, al amparo del artículo 45bis.1b de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de 
la Junta de Andalucía.

La memoria justificativa de la necesidad del proyecto refiere, al respecto, que “Se propone para el presente 
procedimiento su tramitación de urgencia, en virtud de lo previsto en el artículo 45.bis.1.b) de la Ley 6/2006, de 
24 de octubre, “cuando concurran otras circunstancias extraordinarias que, no habiendo podido preverse con 
anterioridad, exijan la aprobación urgente de la norma”. Entendemos que en el presente procedimiento se da 
la circunstancia indicada al tener por objeto la redistribución de las competencias de la Consejería por una 
causa sobrevenida, modificación que debe acometerse con prontitud para no prolongar las situaciones 
transitorias en la titularidad y en el ejercicio de las competencias afectadas. Por esta razón, debiendo realizarse 
la adaptación de la Consejería en el menor tiempo posible, es necesaria la tramitación de urgencia de la norma 
por la que se modifica su estructura orgánica.”

CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA. Necesidad de motivar la declaración de urgencia.- 

El presente informe, como ya hemos señalado, tiene por objeto el borrador de proyecto de Decreto por el que 
se modifica la estructura orgánica de la Consejería solicitante.

De acuerdo con el artículo 45.3 de la Ley 6/2006, y el artículo 78 del por Decreto 450/2000, el informe tiene 
carácter preceptivo y no vinculante.

Acordada la tramitación de urgencia, se aplica la reducción de plazos establecida en el artículo 45 bis de la 
Ley 6/2006.

A este respecto, debemos señalar que el mismo precepto establece, en su apartado 3, que “Las circunstancias 
que motivan la tramitación urgente del procedimiento constarán debidamente justificadas en el acuerdo de 
inicio”.

Estimamos que no se ha cumplido este mandato adecuadamente, pues el acuerdo de inicio se limita a citar 
el precepto que facultaría la declaración de urgencia, el 45bis.1.b de la Ley 6/2006, pero no los elementos -el 
supuesto de hecho- que permite su aplicación.
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Por su parte, la memoria justificativa de la necesidad y oportunidad del proyecto, elaborada por la Secretaría 
General Técnica, indica a este respecto:

“4.3. Declaración de urgencia. 

Se propone para el presente procedimiento su tramitación de urgencia, en virtud de lo previsto en el artículo 
45.bis.1.b) de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, “cuando concurran otras circunstancias extraordinarias que, no 
habiendo podido preverse con anterioridad, exijan la aprobación urgente de la norma”.

Entendemos que en el presente procedimiento se da la circunstancia indicada al tener por objeto la 
redistribución de las competencias de la Consejería por una causa sobrevenida, modificación que debe 
acometerse con prontitud para no prolongar las situaciones transitorias en la titularidad y en el ejercicio de las 
competencias afectadas. Por esta razón, debiendo realizarse la adaptación de la Consejería en el menor tiempo 
posible, es necesaria la tramitación de urgencia de la norma por la que se modifica su estructura orgánica.”

Sin embargo, no aparece identificada la “causa sobrevenida” que debe atenderse con urgencia. Entre los 
motivos de necesidad y oportunidad del proyecto figuran, en resumen, la existencia de duplicidades 
detectadas entre la Dirección General de Dependencia y la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía; la conveniencia de constituir un órgano especializado para asumir el grueso de las competencias 
en materia de prestaciones, ayudas y subvenciones; y la conveniencia de completar y actualizar el bloque de 
competencias asignado a la Consejería.

Sin que se exprese ninguna razón que justifique suficientemente la declaración de urgencia acordada.

Por lo que procede recordar de nuevo la necesidad de que esas declaraciones no se formulen hueras de 
argumentos y motivos, que han de aparecer explicitados en el expediente administrativo, a fin de cumplir el 
mandato legal. 

SEGUNDA. Naturaleza de la norma. Competencia autonómica.

Los decretos que establecen las estructuras de las Consejerías, o los que las modifican, son disposiciones 
reglamentarias no ejecutivas de las leyes, sino organizativas. Esta categoría de reglamentos de organización 
ha sido encuadrada por el Tribunal Constitucional, a efectos de delimitación competencial, en la función o 
potestad ejecutiva, en la que se incluye toda actividad que no sea normación con efectos “ad extra” , esto es, 
hacia el exterior (SSTC 33/1981, 1/1982, 18/1982, 35/1982, 81/1984, 7/1985, 249/1988, 198/1991, 360/1993, 
243/1994, 196/1997, 21/1999, 103/1999 y 208/1999). 

El proyecto de Decreto que se nos somete a informe ni modifica el ordenamiento jurídico, ni complementa 
ninguna ley previa, ni la desarrolla fijando derechos u obligaciones concretos “ad extra”, ni la pormenoriza ni 
aplica, en los estrictos términos en que tales conceptos han de entenderse a la hora de configurar la 
naturaleza de un reglamento ejecutivo, ni presenta un mínimo contenido legal independiente regulador de 
la materia que acomete en su articulado, siendo simplemente un reglamento dictado en el ejercicio de la 
potestad doméstica que la Administración tiene en su ámbito organizativo interno (STSJ de la Comunidad de 
Madrid de 19 de julio de 2013).
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Desde el punto de vista competencial, debe distinguirse entre las competencias en materia organizativa y las 
sustantivas que ostenta la Comunidad Autónoma de Andalucía y que se atribuyen a la Consejería de Inclusión 
Social, Juventud, Familias e Igualdad.

Por lo que hace a las competencias organizativas, el artículo 46.1ª del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
(en adelante, EAA) establece que:

“Son competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma:  1.ª La organización y estructura de sus instituciones 
de autogobierno”.

A su vez, el artículo 47.1.1ª EAA reconoce como competencia exclusiva de nuestra Comunidad Autónoma:

“La estructura y regulación de los órganos administrativos públicos de Andalucía y de sus organismos 
autónomos”.

Debe ponerse de manifiesto que esta competencia relativa a la libre organización de la propia Administración 
autonómica ha sido reconocida por el Tribunal Constitucional, en diversas ocasiones, como algo inherente a 
la autonomía (STC 227/1988); en tanto que competencia exclusiva tiene como único contenido la potestad 
para crear, modificar y suprimir los órganos, unidades administrativas o entidades que configuran las 
respectivas Administraciones autonómicas o dependen de ellas (SSTC 35/1982, 165/1986, 13/1988 y 
227/1988). 

El propio Tribunal Constitucional ha declarado que “conformar libremente la estructura orgánica de su 
aparato administrativo” (STC 165/1986), así como establecer cuáles son “los órganos e instituciones” que 
configuran las respectivas Administraciones (STC 35/1982), son decisiones que corresponden únicamente a 
las Comunidades Autónomas, y en consecuencia, el Estado debe abstenerse de cualquier intervención en este 
ámbito (STC 227/1988), sin perjuicio de la legislación estatal básica en materia de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y procedimiento administrativo común.

Las competencias sustantivas relacionadas con el objeto del decreto, vienen dadas en varios artículos del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía, el 61 (“Servicios sociales, voluntariado, menores y familias”), el 62 
(“Inmigración”), el 73 (“Políticas de género”) y el 74 (“Políticas de juventud”).

Todas ellas amparan la norma.

TERCERA. Marco normativo.- 

En cuanto al marco legal en que el presente proyecto de Decreto viene a insertarse, dentro de la normativa 
básica estatal debe hacerse referencia a la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, cuyo artículo 5 dispone que: 

“1. Tendrán la consideración de órganos administrativos las unidades administrativas a las que se les atribuyan 
funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros, o cuya actuación tenga carácter preceptivo.

2. Corresponde a cada Administración Pública delimitar, en su respectivo ámbito competencial, las unidades 
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administrativas que configuran los órganos administrativos propios de las especialidades derivadas de su 
organización.

3. La creación de cualquier órgano administrativo exigirá, al menos, el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a) Determinación de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate y su dependencia 
jerárquica. 

b) Delimitación de sus funciones y competencias. 

c) Dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento.

4. No podrán crearse nuevos órganos que supongan duplicación de otros ya existentes si al mismo tiempo no se 
suprime o restringe debidamente la competencia de estos. A este objeto, la creación de un nuevo órgano sólo 
tendrá lugar previa comprobación de que no existe otro en la misma Administración Pública que desarrolle igual 
función sobre el mismo territorio y población”.

Dentro del ordenamiento autonómico andaluz, la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la Junta 
de Andalucía, determina en su artículo 16 que:

“1. Bajo la superior dirección del Consejo de Gobierno, los órganos que integran la estructura básica de la 
Administración de la Junta de Andalucía se clasifican en superiores y directivos.

2. Es órgano superior la Consejería.

3. Son órganos directivos centrales la Viceconsejería, Secretaría General, Secretaría General Técnica y Dirección 
General. Son órganos directivos periféricos la Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía, la Delegación 
Provincial de la Consejería y, en su caso, la Delegación Territorial.

4. Todos los demás órganos de la Administración de la Junta de Andalucía no mencionados en este artículo se 
encuentran bajo la dependencia o dirección de alguno de los órganos citados en el apartado anterior”.

El artículo 23 de la misma Ley dispone que:

“La Administración de la Junta de Andalucía se organiza en Consejerías, a las que corresponde la gestión de uno 
o varios sectores de actividad”. 

El artículo 24.1 establece que: 

“La organización interna de las Consejerías comprenderá, además de su titular, los siguientes órganos 
centrales: Viceconsejería, Secretaría General Técnica y Direcciones Generales. Podrán crearse, además, 
Secretarías Generales. Su estructura orgánica se aprueba por decreto acordado en Consejo de Gobierno”. 

Por último, el artículo 100 de la misma Ley se refiere a la desconcentración de competencias:
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“1. Las competencias atribuidas a las personas titulares de las Consejerías y órganos directivos centrales podrán 
ser desconcentradas en otros órganos jerárquicamente dependientes de aquellos cuando circunstancias de 
carácter organizativo, funcional o territorial lo hagan necesario y no se contradiga la legislación vigente.

2. La desconcentración se aprobará mediante decreto del Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular 
de la Consejería correspondiente.”

CUARTA. Estructura del Decreto.- 

Consta de una parte expositiva, un artículo dividido en tantos apartados como preceptos se modifican, una 
disposición adicional, dos transitorias y dos finales, estructura que estimamos correcta para una norma 
modificativa de otra.

QUINTA. Tramitación.- 

Por lo que se refiere a la tramitación seguida para la elaboración del proyecto de Decreto, tomando como 
parámetro la regulación del procedimiento de elaboración de los reglamentos que contiene el artículo 45 de 
la Ley 6/2006, de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía (en las ulteriores menciones, LGCAA), y 
ateniéndonos a la documentación que, al tiempo de emitirse el presente informe, ha sido recibida por este 
Gabinete Jurídico, cabe señalar que en general se han cumplimentado los trámites preceptivos, resultantes 
de la normativa aplicable, sumamente sucintos en lo que a los decretos de organización se refiere.

No obstante, cabe realizar las siguientes observaciones:

5.1.- La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, establece en el artículo 129 los principios de buena regulación, y preceptúa que “En la exposición de 
motivos o en el preámbulo, según se trate, respectivamente, de anteproyectos de ley o de proyectos de 
reglamento, quedará suficientemente justificada su adecuación a dichos principios.”

En la memoria justificativa elaborada por la Secretaría General Técnica de la Consejería se señalan como 
razones de la norma la de evitar duplicidades entre las funciones ejercidas por la Dirección General de 
Dependencia -que se suprime- y por la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía; como la 
racionalización e incremento de la eficacia y eficiencia de las funciones relativas a prestaciones, ayudas y 
subvenciones mediante su asignación a un solo órgano, de nueva creación; y la actualización de las 
competencias atribuidas a los diferentes órganos de la Consejería.

Estas razones obligan a modificar prácticamente todos los preceptos del Decreto 161/2022. En concreto, el 
Decreto 161/2022 tiene quince artículos, de los cuales se modifican doce: no se modifican el 11, el 14 y el 15.

Por lo que traemos a colación la directriz 50 del Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 2005, por 
el que se aprueban las Directrices de técnica normativa:

“Carácter restrictivo. Como norma general, es preferible la aprobación de una nueva disposición a la 
coexistencia de la norma originaria y sus posteriores modificaciones. Por tanto, las disposiciones modificativas 
deberán utilizarse con carácter restrictivo.”
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Como mera recomendación de técnica normativa, se señala la conveniencia de elaborar y promulgar un 
nuevo decreto, en vez de modificar el actual.

5.2.- Respecto a los trámites de audiencia e información pública que contempla el artículo 45.1.c) LGCAA, la 
memoria razona motivadamente, de conformidad con el artículo 45.1.e) de la misma Ley, su innecesariedad, 
al tratarse de una norma organizativa, y por la misma razón, del trámite de consulta previa regulados en el 
artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

5.3.- Dice el artículo 45.2 de la LGCAA:

“2. En todo caso, los proyectos de reglamentos deberán ser informados por la Secretaría General Técnica 
respectiva, por el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía y demás órganos cuyo informe o dictamen tenga 
carácter preceptivo conforme a las normas vigentes. Finalmente, será solicitado, en los casos que proceda, el 
dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía”.

Sin embargo, no se localiza en el expediente remitido el informe de la Secretaría General Técnica, que, 
además, tampoco es mencionado entre los que se han de solicitar con carácter preceptivo, en el Anexo del 
Acuerdo de inicio del expediente normativo.

Bien es cierto que el proyecto se ha elaborado a propuesta de la Secretaría General Técnica de la Consejería, 
según dice el citado Acuerdo de inicio, que ese órgano elabora la memoria justificativa, e incluso el borrador 
de texto que se informa está firmado electrónicamente por el titular de ese órgano. Lo que lleva a plantearnos 
si ese informe no sería redundante en este caso concreto.

Pues bien, teniendo en cuenta que el precepto reproducido dice que “En todo caso, los proyectos deberán ser 
informados por la Secretaría General Técnica”, entendemos que la respuesta ha de ser negativa, lo que 
obligaría a elaborar tal informe. 

Ahora bien, dado que la memoria justificativa de la necesidad y oportunidad del proyecto incluye 
valoraciones sobre distintos aspectos que deben formar parte del mismo (competencia, rango de la norma, 
tramitación, etc.) entendemos que sus consideraciones pueden cumplir la misma función, siempre que en el 
texto de la memoria se indique que esta circunstancia.

El artículo 45.2 LGCAA, por otro lado, contempla la solicitud, “cuando proceda”, de dictamen del Consejo 
Consultivo de Andalucía. En este sentido, la Ley 4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consultivo de Andalucía 
establece en su artículo 17.3 que dicho órgano deberá ser consultado preceptivamente respecto de los 
“proyectos de reglamentos que se dicten en ejecución de las leyes y sus modificaciones”.

Pues bien, al ser el proyecto de Decreto que estamos necesitando una norma de carácter organizativo resulta 
de aplicación lo razonado por el Tribunal Supremo en Sentencia de 29 de abril de 2010:

“(…) En cuanto a los denominados reglamentos organizativos, la Sentencia de 6 de abril de 2004 declara que: 
«Esta Sala ha considerado exentas del dictamen del Consejo de Estado tales disposiciones cuando se limitan a 
extraer consecuencias organizativas, especialmente en el ámbito de la distribución de competencias y 
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organización de los servicios, de las potestades expresamente reconocidas en la Ley. La Sentencia de 14 de 
octubre de 1997 resume la jurisprudencia en la materia declarando que se entiende por disposición organizativa 
aquélla que, entre otros requisitos, no tiene otro alcance que el meramente organizativo de alterar la 
competencia de los órganos de la Administración competente para prestar el servicio que pretende mejorarse»”.

Ateniéndonos a esta jurisprudencia, consideramos que no procede el dictamen preceptivo del Consejo 
Consultivo sobre el proyecto de Decreto que nos ocupa, toda vez que no se trata de una norma reglamentaria 
que ejecute o desarrolle la ley en los términos expresados.

SEXTA.- Entrando ya a examinar el texto del proyecto de Decreto, distinguiremos, tal y como exige el artículo 
80.3 ROFGJ, entre las objeciones de legalidad y las propuestas de posibles mejoras técnicas en el texto.

6.1.- Observaciones de legalidad.

6.1.a. Modificación del artículo 5.1.b. Se atribuye a la Secretaría General de Inclusión Social “La 
coordinación y desarrollo de actuaciones dirigidas al fomento de la investigación científica y la innovación en el 
ámbito de los servicios sociales de Andalucía.”

Ha de recordarse que a la Consejería de Universidades, Investigación e Innovación se le atribuyen 
competencias generales sobre investigación e innovación, y a mayor abundamiento, en el Decreto 158/2022, 
que regula su estructura orgánica, el artículo 6 dice:

“1. A la Secretaría General de Investigación e Innovación, con nivel orgánico de Viceconsejería, le corresponden 
todas las funciones relacionadas con las políticas de investigación, transferencia del conocimiento y tecnología, 
así como de innovación y las previstas en el artículo 28 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre. En particular, le 
corresponden las siguientes atribuciones: a) El impulso y la coordinación de la investigación científica y técnica.”

Por lo que deberían coordinarse ambos preceptos, dejando a salvo la competencia de este último órgano.

6.1.b. Modificación del artículo 7.2.g. Se atribuye a la Secretaría General Técnica no solo la tramitación e 
informe de los proyectos de disposiciones generales elaborados desde la Consejería, sino también “en su 
caso, elaboración” de tales proyectos.

No es dable conocer cuando será competencia de la Secretaría General Técnica elaborar proyectos, y cuando 
solo tramitar e informar proyectos de disposiciones generales, lo que genera un margen de discrecionalidad 
excesivo, que debe evitarse.

6.1.c. Modificación del artículo 9. A los efectos de su necesaria coordinación, señalamos que el Decreto 
575/2022, que modificó el Decreto 161/2022, incluyó una Disposición Adicional Segunda, desconcentrando 
en las Delegaciones Territoriales la tramitación y resolución de “b) Los procedimientos relativos a las ayudas 
económicas a las familias por parto múltiple y/o por hijos o hijas menores de tres años en el momento de un 
nuevo nacimiento.”
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Los motivos dados para la modificación y la función del artículo 9.1.c podrían hacer suponer que también 
estas ayudas podrían ser asumidas por la Dirección General de Prestaciones, Ayudas y Subvenciones. Sin 
embargo, la subsistencia de la Disposición Adicional Segunda, no.

Conviene resolver el posible conflicto entre ambos preceptos.

En relación al apartado 1.b, ha de recordarse que el artículo 118.1 de la Ley General de Hacienda Pública de 
Andalucía, cuyo texto refundido se aprobó por Decreto Legislativo 1/2010, establece que "Las normas 
reguladoras de subvenciones se aprobarán por las personas titulares de las Consejerías correspondientes y 
serán publicadas en el “Boletín Oficial de la Junta de Andalucía”.”. De modo que la competencia sobre 
elaboración de las bases reguladoras ha de entenderse limitada a la redacción del proyecto de orden, 
quedando fuera la de su aprobación.

En relación al apartado 2.f, nos surge la duda de si se refiere a “pensiones asistenciales” o si se quería referir 
a “prestaciones asistenciales”.

6.1.d. Modificación del artículo 10.e. Se atribuye a la Dirección General de Personas con Discapacidad la 
función de “apoyo económico a entidades sin ánimo de lucro representativas de personas con discapacidad y 
sus familias, en el ámbito de sus competencias.”

En primer lugar, señalamos que no resulta claro qué tipo de apoyo económico ampara este apartado, dada 
la creación de la Dirección General de Prestaciones, Ayudas y Subvenciones con competencia sobre 
elaboración, impulso y coordinación de las Bases Reguladoras de subvenciones destinadas a los distintos 
ámbitos de actuación de la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad, y sus respectivas 
convocatorias, así como la tramitación económica y administrativa, y la comprobación de la justificación de 
las subvenciones y ayudas regladas.

En segundo lugar, es necesario describir con mayor precisión a las entidades sin ánimo de lucro incluidas en 
esta competencia, pues cabe dudar de si se refiere a las asociaciones que se hayan creado para representar, 
promover y defender sus intereses, o a las entidades que asuman la representación de las personas con 
discapacidad, cuando así se acuerde judicialmente.

6.1.d. No está prevista una cláusula similar a la Disposición transitoria tercera del Decreto 161/2022, sobre la 
subsistencia de delegaciones de competencias. La modificación que nos ocupa tiene un alcance ambicioso, 
pues, como expresan la memoria y la parte expositiva, se crea una Dirección General de Prestaciones, Ayudas 
y Subvenciones, como órgano especializado encargado de asumir el grueso de las competencias en esas 
materias. Las ayudas y subvenciones iniciadas y no resueltas, por efecto de la disposición transitoria primera, 
serán tramitadas tras la reforma por la Dirección General que se crea. Suponiendo que existan delegaciones 
que incidan en tales ayudas y subvenciones, sería conveniente expresar si subsisten o no.

6.2.- Sugerencias de técnica normativa.

6.2.a. Modificación del artículo 3, sobre el régimen de suplencias. A instancias de la Secretaría General 
para la Administración Pública, se ha incluido una cláusula general, de forma que se dice:
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“En caso de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal de la persona titular de (…), ésta será suplida por 
la persona titular de (…)”

Creemos que sería más correcto decir: “u otra causa legal de imposibilidad de la persona titular”.

6.2.b. Modificación del artículo 4, apartados 3 a 6. Por su contenido, podría pensarse que se ha producido 
un error material involuntario, de forma que, en vez de incluirse su contenido en el apartado 1, y ordenarse 
con letras (b, c, d, e), se han numerado como apartados distintos.

Revísese este extremo, teniendo en cuenta que, en todo caso, el apartado 3 debería redactarse empleando 
formas verbales personales, y no impersonales.

6.2.c. Modificación del artículo 10.b. Donde se dice “Consejería u entidad instrumental”, debe decirse 
“Consejería o entidad instrumental”.

Es cuanto me cumple someter a la consideración de V.I., sin perjuicio de que se cumplimente la debida 
tramitación procedimental y presupuestaria.

En Sevilla, a la fecha de la firma electrónica.

LA LETRADA DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA.
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